
QUE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTEC CIÓN A PERSONAS CON 
TRASTORNOS DEL ESPECTRO AUTISTA, A CARGO DE LA DIPU TADA PALOMA VILLASEÑOR 
VARGAS Y SUSCRITA POR INTEGRANTES DE LOS GRUPOS PARLAMENTARIOS DEL PRI Y DEL 
PVEM 

Los que suscriben, diputados federales a la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, María de la 
Paloma Villaseñor Vargas, Manlio Fabio Beltrones Rivera, Miguel Ángel Aguayo López, Leobardo Alcalá Padilla, 
Francisco Javier Fernández Clamont, Lizbeth Loy Gamboa Song, María de las Nieves García Fernández, Amira 
Graciela Gómez Tueme y Marco Antonio González Valdez integrantes del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, así como Arturo Escobar y Vega, Antonio Cuéllar Steffan, Ana Lilia Garza Cadena y 
Carla Alicia Padilla Ramos, integrantes del Partido Verde Ecologista de México, en ejercicio de las facultades que 
les confieren los artículos 71, fracción II, y 73, fracción XXX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, del Reglamento para el Gobierno Interior de la Cámara de Diputados, 
someten a la consideración de esta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
expide la Ley General para la Atención y Protección a Personas con Trastornos del Espectro Autista conforme a los 
siguientes 

Lineamientos 

La presente iniciativa atiende a la racionalidad lógico-formal con el propósito de fundamentar la exposición de 
motivos y el cuerpo de la normatividad que se propone. 

Asimismo, se considera que la política legislativa expone el momento y las circunstancias sobre las cuales deben 
resolverse los conflictos sociales, ya sea a través de las normas jurídicas o por los órganos jurisdiccionales; por 
tanto, a partir de ella, se recogen, asignan y distribuyen en la sociedad un conjunto de valores. 

En un Estado democrático de derecho, como el nuestro, donde las leyes emanan de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que en su Título Primero consagra “Los Derechos Humanos y sus Garantías” que 
gozarán todas las personas para su protección, incluidos los que se deriven de los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, existen valores aceptados mayoritariamente por la sociedad y, por ende, 
sustantivos en la producción de las normas jurídicas. 

La justicia, la dignidad, la igualdad, la equidad, la inclusión, la autonomía, la no discriminación y la inviolabilidad 
de los derechos de la persona son, entre otros, valores universales e irrenunciables en problemas sociales que 
exigen, por su magnitud y naturaleza, una atención ineludible del Estado y un máximo de eficacia en su solución 
por parte de las entidades y organismos de la Administración Pública Federal, Local y Municipal. En consecuencia, 
a la luz de los valores enunciados, la presente iniciativa recoge los derechos constitucionales y las directrices 
emanadas de distintos tratados y convenciones internacionales para la atención y protección de las personas con 
trastornos del espectro autista. 

Por otra parte, se concibe como imperativo que sociedad y gobierno hagan frente a este problema humano que se 
encuentra en la superficie de la realidad social, el cual no resulta un asunto menor debido a sus crecientes 
repercusiones políticas, económicas, sociales y culturales, tanto en el presente como en el futuro inmediato del 
país. 

 

 

 

 



Exposición de Motivos 

I. Situación actual 

Problemática 

Al día de hoy, los niños, jóvenes, adolescentes y adultos con la condición del espectro autista alcanzan cifras 
alarmantes, lo cual se traduce en un problema relevante. La Organización Internacional Autism Speaks calcula que, 
a nivel mundial, la cifra promedio es 1 de cada 88 nacimientos, con un incremento anual del 20%. En México, se 
estima la prevalencia de 1 por cada 100 nacimientos; es decir, de los 2’586,287 nacimientos registrados en el año 
2011 por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), 25,862 niños tendrán un trastorno del espectro 
autista; sin embargo, es de hacer notar que no existe una sistemática investigación epidemiológica que permita 
precisar la cifra. 

La citada organización Autism Speaks , sostiene que “el cáncer, el sida y la diabetes pediátricos, combinados, son 
menos comunes que los trastornos del espectro autista”. 

En nuestro país, según datos de la Organización de la Sociedad Civil denominada Aquí Nadie se Rinde, A.C ., 
anualmente se presentan en promedio 4,600 nuevos casos de niños menores de 15 años con cáncer. Respecto de los 
niños menores de 10 años con Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida (sida), estadísticas del Centro Nacional 
para la Prevención y el Control del VIH/sida revelan que, entre 1983 y 2013, los casos detectados fueron 3,157, lo 
que da un promedio de 105.23 niños por año. Por otra parte, el Inegi reporta que durante el año 2011, se registraron 
3,840 niños menores de 10 años con diabetes, información que la Secretaría de Salud validó en el 2012 y el 
Consejo Nacional de Población publicó un año después. Lo anterior, comparado con los 25,682 niños que se 
calcula que por año tendrán un trastorno del espectro autista, corrobora la gravedad del problema. 

Es de destacar que para la atención y el tratamiento de los menores con cáncer, sida y diabetes, existen centros e 
institutos de salud especializados, además de que en la red hospitalaria, tanto pública como privada, se les brinda 
atención, contrario sensu a la falta de instituciones, médicos y terapeutas que atiendan, en número suficiente, a las 
personas que forman parte de los trastornos autistas. 

En el caso que nos ocupa, los padres, especialmente las madres de familia y/o sus familiares, en su mayoría de 
escasos recursos, al detectar presuntas deficiencias en sus pequeños no saben a dónde acudir, ya que en los 
hospitales y clínicas públicos no son atendidos. En los pocos centros de atención que existen en el país, hay cupo 
limitado y otros están hacinados, por lo que, entre las listas de espera y la oportunidad de atención, se presentan 
múltiples barreras socioculturales que repercuten en la calidad de vida y bienestar de los niños y sus familias. 

Esta condición, desde el punto de vista de la ciencia médica, no tiene una razón unívoca y, en consecuencia, se 
desconoce su origen. Una de las hipótesis más comunes es que se trata de un problema genético y ambiental, lo 
cual científicamente no está probado. 

En el mundo, prevalece el debate entre los especialistas si se trata de una enfermedad o de una condición 
específica. El hecho tangible es que los trastornos no tienen una normalización total, pero los expertos coinciden en 
que existen posibilidades y herramientas para que a través de una habilitación terapéutica integral se puedan 
superar las limitantes en el desarrollo del lenguaje, de la comunicación, de la socialización y la auto-estimulación 
que realizan a través de movimientos repetitivos calificados de estereotipados. 

Las personas con esta condición se desenvuelven de manera diferente en su comportamiento y en su desarrollo 
emocional y, en innumerables casos, tienen una inteligencia superior y cuentan con habilidades especiales en áreas 
como la música, la pintura, la memoria, la tecnología y el cálculo matemático. Ello explica que, quienes presentan 
estos trastornos, requieren una atención multidisciplinaria. 

La realidad imperante en nuestro país, en materia de Autismo, deja al descubierto problemas, como: 



- Falta de armonización de disposiciones legales, políticas públicas y recursos presupuestales para atender de 
manera eficaz a este creciente núcleo social. 

- Falta de información precisa sobre el número de casos existentes en las ciudades y en el medio rural y su 
clasificación por grado. 

- Carencia de centros encargados de orientar y apoyar a padres dispersos e impotentes, con información 
suficiente para detectar señales tempranas de alerta que faciliten un oportuno y eficaz tratamiento terapéutico. 

- Vacío de comunicación social que cree una conciencia colectiva y una cultura de inclusión en apoyo a quienes 
están involucrados en el problema. 

- Ausencia de políticas y programas eficientes en el uso y aprovechamiento de la infraestructura institucional de 
salud y la adecuada preparación de médicos y terapeutas especialistas. 

- Escasez de maestros capacitados en el adecuado manejo, integración e inclusión de niños y jóvenes con esta 
condición en planteles escolares públicos y privados. 

- Insuficiencia de innovación de material didáctico y el uso de nuevas tecnologías. 

- Inexistencia de opciones suficientes y probadas de capacitación para el trabajo de aquéllos cuya capacidad y 
habilidad se los permita. 

- Estado de indefensión ante la violencia delincuencial y abusos del aparato de prevención del delito. 

Por otra parte, no puede soslayarse la desintegración familiar que provocan los trastornos del autismo. Un número 
considerable de varones abandona el hogar al conocer la condición del hijo, circunstancia que obliga 
mayoritariamente a las madres a buscar ingresos o, lo que es más grave, a abandonar sus empleos por la falta de 
guarderías, de escuelas de tiempo completo y de centros de cuidado terapéutico, públicos y privados, con personal 
especializado; lo que genera no sólo un problema económico familiar, sino que también tiene una incidencia en el 
ámbito económico del país. 

Resultados institucionales 

Conviene apuntar que históricamente los esfuerzos que se han realizado para lograr una eficaz coordinación 
transversal entre las diversas instituciones dentro del gobierno federal y con los Estados, no han rendido los frutos 
esperados. 

Sin duda, lo anterior ha propiciado un consenso entre las distintas fuerzas políticas, los sectores social y privado, de 
que la política social debe alinear, coordinar y eficientar con mayor rigor los esfuerzos del Estado. 

En materia de Autismo, los esfuerzos institucionales realizados en nuestro país no han avanzado con la misma 
celeridad con la que ha avanzado el problema, por lo que se pueden calificar de insuficientes y de escasa 
efectividad. 

En 2008, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) elaboró las Guías Clínica y Práctica para Trastornos 
Generalizados del Desarrollo. A la fecha, se desconoce el número de personas que han sido atendidas en esta 
institución y los programas orientados a la atención temprana y la protección de derechohabientes y familiares 
afectados. 

 



Durante 2010, la Secretaría de Salud elaboró un Catálogo Universal de Servicios de Salud (Causes), cuyo 
contenido ofrece un listado de intervenciones para los Trastornos Generalizados del Desarrollo en hospitales de 
primer nivel, lo que permitió en el 2012 la redacción de la Guía de Práctica Clínica, Diagnóstico y Manejo de los 
Trastornos del Espectro Autista y su correspondiente Guía de Referencia Rápida, en las que se destaca que: 

“La identificación precoz del niño con Trastornos del Espectro Autista es de enorme importancia, ya que permite el 
inicio temprano de la terapia y se consiguen resultados mejores que los alcanzados con tratamientos más tardíos. 
Además el diagnóstico precoz de los Trastornos del Espectro Autista facilita la planificación educativa, las 
previsiones de ayudas familiares y asistenciales, el manejo del estrés familiar y la puesta en marcha de una 
adecuada atención médica y psicoeducativa, al tiempo que impide la asignación a programas terapéuticos 
inapropiados y se evita la tensa y desconcertante trayectoria que siguen muchos padres hasta que se establece el 
diagnóstico”. 

Sin duda, la Guía de Práctica Clínica, Diagnóstico y Manejo de los Trastornos del Espectro Autista, según los 
especialistas, representa el modelo de atención clínica a seguir. Sin embargo, los propios especialistas consideran 
que se requiere la voluntad política del Estado Mexicano para reconocer el problema autístico como prioritario. 

En reuniones celebradas con servidores públicos de mandos medios-superiores de esa dependencia, se ha llegado al 
consenso que en materia de trastornos del espectro autista los esfuerzos son aislados, no se aplican políticas 
homogéneas ni hay programas integrales en operación. Por tanto, los resultados no son medibles, visibles ni 
trascendentes. 

Ciertamente existen el Instituto Mexicano de Psiquiatría, que atiende a jóvenes mayores de 13 años de edad que 
requieren ser medicados e incluso hospitalizados; no atienden a niños y niñas con trastornos del espectro autista, 
los cuales son canalizados al Hospital Psiquiátrico Infantil “Juan N. Navarro” dependiente de la propia Secretaría 
de Salud, cuyo número de niños atendidos es reducido y se carece de personal especializado suficiente. En otros 
casos se remiten a la red nacional de salud mental, conformada por Unidades Especializadas de Atención 
(Unemes); los Centros Integrales de Salud Mental (Cisames) para consulta externa a pacientes con repercusiones 
psicológicas y/o trastornos mentales. No obstante, el problema subsiste en cuanto a que la demanda de atención 
sobrepasa la capacidad instalada y la disponibilidad de recursos humanos especializados. 

En algunas entidades federativas, las instancias del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral para la Familia 
(DIF) han comenzado a preocuparse por el tema, sin contar aún con bases sólidas, criterios uniformes y personal 
capacitado. 

En el caso del Instituto de Seguridad Social al Servicio de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), existe un 
protocolo sin mayor aplicación, en virtud de que únicamente están registrados dos menores con autismo. 

México, tiene un déficit de especialistas encargados de la salud mental, ya que, por cada 100,000 habitantes, 
existen 1.6 psiquiatras. A nivel mundial, el número de estos profesionales por número de habitantes es de 
3.96/100,000, lo que nos demuestra que nuestro país se encuentra por debajo de la media mundial; lo anterior, sin 
comparar las cifras de psicólogos, terapeutas y trabajadores sociales. Lo dramático es que del poco recurso humano 
con que cuenta el país, prácticamente no existe personal especializado en la materia del autismo 

En México no existe una institución que realice investigación científica sobre los trastornos del espectro autista. 

En síntesis, desde el punto de vista de los servicios de sanidad, se puede afirmar que la atención para las personas 
en la condición autística, no es sistemática, eficaz ni cubre todo el territorio nacional. Desde el punto de vista 
político y social es necesario contar con la voluntad del Estado Mexicano para atender y garantizar los derechos 
individualizados a este importante núcleo social. 

 



En materia educativa, segunda vertiente toral en la atención de los niños y jóvenes con trastornos del espectro 
autista, la Secretaría de Educación Pública cuenta con el Programa para la Inclusión y la Equidad Educativa, cuyo 
objetivo, por mandato del artículo 41 de la Ley General de Educación, es atender a personas con discapacidad, 
transitoria o definitiva, de manera adecuada a sus propias condiciones, con equidad social incluyente y con 
perspectiva de género, así como desarrollar la aplicación de métodos, técnicas y materiales específicos que 
favorezcan la integración de los menores de edad. 

Estos servicios se imparten en los Centros de Atención Múltiple (CAM) y en las Unidades de Servicios de Apoyos 
a la Educación Regular (USAER), en donde la población escolar con autismo, en 2013, era de 4,747 alumnos 
inscritos en planteles de educación inicial, preescolar, primaria, secundaria y para el trabajo. 

A la fecha, la Secretaría de Educación Pública no cuenta con una instancia administrativa que dirija la educación 
especial ni la integración educativa de personas con autismo. 

En el momento actual, esta dependencia del Ejecutivo Federal, con apoyo del Inegi, está procesando la información 
de 22 millones de cuestionarios, mismos que fueron aplicados en 260,000 escuelas del país, a fin de detectar el 
número de educandos con autismo. Es importante tener presente que, no obstante este esfuerzo, seguirá 
prevaleciendo el vacío de información sobre aquellos niños y jóvenes con trastornos que, teniendo capacidad, no se 
encuentran escolarizados. 

Conviene agregar otro problema grave: No existen investigaciones académicas, por grados dentro del espectro 
autista, para determinar hasta qué nivel de educación formal es útil para cada niño o joven y, en su caso, darles 
salida hacia una educación y/o capacitación para el trabajo que les permita tener una vida autosuficiente y digna a 
partir de potencializar sus habilidades en actividades productivas bien remuneradas. 

Por otra parte, los niños con trastornos del espectro autista en muchos planteles educativos, públicos y privados, no 
tienen oportunidad de integrarse a las actividades de educación física; a ellos se suman los que no asisten a recibir 
educación escolarizada dada la carencia de infraestructura deportiva y recreativa adecuada para su condición, como 
parte del equipamiento urbano. 

La Secretaría del Trabajo promueve talleres y cursos de capacitación para personas con discapacidad y su 
colocación en espacios laborales. No existen datos sobre la participación de personas con autismo leve o de alto 
funcionamiento. 

En la actual administración, la Secretaría de Desarrollo Social tiene la atribución jurídica administrativa de atender 
los asuntos de la discapacidad y cuenta en su esfera de competencia con el Consejo Nacional para la Discapacidad 
(Conadis). A la fecha no se han diseñado políticas públicas ni programas para la atención del autismo. 

Así pues, el problema rebasa un ámbito específico de acción y se convierte en un asunto que obliga al Estado 
Mexicano a considerar el actuar efectivo y medible de las instituciones públicas de manera transversal y 
coordinada en sus tres órdenes de gobierno. 

No enfrentar a tiempo el problema del autismo, incrementará para el Estado Mexicano el gasto en las finanzas 
públicas, además de que significará un alto costo social y político en el corto y mediano plazos. 

Participación ciudadana 

En México, estamos lejos de que la participación ciudadana tenga un peso tal que, desde el punto de vista 
sociopolítico, incline la balanza en la creación de leyes y sus correspondientes políticas públicas acordes con sus 
demandas y reales necesidades. No obstante, su voz de reclamo social crece y su impotencia pone a prueba la 
legitimidad del gobierno por la vía de los resultados. 



Es conveniente señalar que las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a esta causa, están integradas en su 
inmensa mayoría por padres de familia de niños con trastornos, siendo su actuar aún disperso y limitado al no 
disponer de los apoyos técnicos ni de los recursos económicos indispensables. 

El viejo paradigma del Estado benefactor se derrumba día a día ante la realidad de crisis global que vive el mundo; 
sin embargo, no termina de arraigarse en nuestro país el concepto de que no puede concebirse un Estado eficaz sin 
una participación ciudadana organizada. Ciertamente, se proclama en el discurso pero no se encuentra operando en 
la práctica. 

Es imperativo fortalecer la participación de la sociedad civil de manera organizada, con el objetivo superior de 
enriquecer el quehacer de la Administración Pública en favor de quienes viven en la condición de los trastornos del 
espectro autista, y a quienes les asiste el derecho a una vida digna y tutelada por el Estado. 

En la mayoría de las leyes federales y locales, en muchas materias, se enuncia la importancia de promover “la 
participación y concertación de acciones con los sectores social y privado”; pero en un ejercicio indispensable de 
autocrítica, se vale señalar que se cumple con el expediente mediante la convocatoria a foros o ejercicios similares 
de consulta restringida, que poco influyen en una acción real y sistemática de participación y opinión de los 
distintos grupos sociales en asuntos focalizados de su legítimo interés. 

Luego entonces, urge estrechar la relación del interés colectivo con el individual para asociar los esfuerzos 
gubernamentales que deben incrementarse con los que realizan las organizaciones de la sociedad civil, creando y 
recreando la legislación y a las instituciones. 

La realidad es inaceptable para quienes viven en la condición del autismo y sus variantes. Es un fenómeno poco 
comprendido en el amplio contexto del imaginario social. Lo más preocupante es la incomprensión y/o la falta de 
conocimiento de gobernantes y servidores públicos. Por otra parte, al no existir un ordenamiento jurídico que tutele 
los derechos de las personas con autismo y armonice los esfuerzos públicos, sociales y privados, se continuará con 
un rezago muy importante en nuestra sociedad y en relación con lo que se realiza en otras partes del mundo. 

II. Ordenamiento jurídico mexicano 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en su artículo 1º que “En los Estados Unidos 
Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece...”. Igualmente, señala que “...Todas las autoridades en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger, y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios 
de universalidad, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar 
y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley...”. Y agrega “...Queda 
prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas...”. 

Por su parte, el artículo 3º menciona que “Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado –
Federación, Estados, Distrito Federal y municipios- impartirá educación preescolar, primaria, secundaria y media 
superior...El Estado garantizará la calidad de la educación obligatoria de manera que los materiales y métodos 
educativos, la organización escolar, la infraestructura educativa y la idoneidad de los docentes y los directivos 
garanticen el máximo logro de aprendizaje de los educandos...Contribuirá a la mejor convivencia humana a fin de 
fortalecer el aprecio y respeto por la diversidad cultural, la dignidad de la persona, la integridad de la familia, la 
convicción del interés general de la sociedad, los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de todos...”. 



De igual manera, el artículo 4º dispone que “...Toda persona tiene derecho a la protección de la salud...a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar...a disfrutar de una vivienda digna y decorosa...En todas las decisiones 
y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de 
manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de 
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el 
diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez...El Estado otorgará 
facilidades a los particulares para que coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez...”. 

Asimismo, en diversas fracciones del artículo 73, se faculta al Congreso para expedir las leyes que establezcan la 
concurrencia del Gobierno Federal, de los Estados y de los municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en materias de educación, de protección al ambiente, de derechos de niñas, niños y adolescentes, de 
cultura y del deporte. 

En materias de salubridad y del trabajo, por ser de competencia federal, su aplicación en Estados y municipios se 
cumplimentará de acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo Quinto de la Ley de Planeación. 

Finalmente, el artículo 133 consagra que “Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de 
ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente de la 
República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se 
arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las 
Constituciones o leyes de los Estados”. 

Aunado a lo antes expuesto, la propia Carta Magna, en su artículo 1º, párrafo segundo reconoce el rango normativo 
de los tratados internacionales que, a su vez, encuentran su fundamento en el artículo 26 de la “Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados”, la cual se adoptó el 23 de mayo de 1969 y fue ratificada por los Estados 
Unidos Mexicanos el 25 de septiembre de 1974. 

En tal virtud, el Estado Mexicano ha signado y ratificado diversos tratados y declaraciones en materias de 
discapacidad, de salud, de educación inclusiva, de niñez, de trabajo y de medio ambiente. 

Así pues, dentro de estos instrumentos jurídicos, se encuentra la “Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad”, publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 2 de mayo del 2008, en donde los Estados 
Partes se obligan a “...Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean pertinentes 
para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención...Tomar todas las medidas pertinentes, 
incluidas medidas legislativas, para modificar o derogar leyes, reglamentos, costumbres o prácticas existentes que 
constituyan discriminación contra las personas con discapacidad...Tener en cuenta, en todas las políticas y en todos 
los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad...”. 

La misma convención reconoce el derecho de las personas con distintas discapacidades a la salud, a la educación, a 
la habilitación y a la rehabilitación, sin discriminación y sobre la base de igualdad de oportunidades, entre sus 
aspectos fundamentales. 

El presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Ciudadano Enrique Peña Nieto, responsable de “...guardar y hacer 
guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen...”, el 30 de noviembre del 2013, expresó de manera 
enfática: “...las familias y los niños con algún padecimiento deben tener la certeza de que mi gobierno seguirá 
trabajando para construir un país donde se respete y reconozca su energía, su perseverancia, su valor y su 
experiencia de vida... las niñas y niños del país que tienen una discapacidad, padecen cáncer o autismo cuentan con 
el apoyo del gobierno de la República y con el cariño de millones de mexicanos que están con ellos... “. 

Lo anterior, resulta congruente con el contenido del “Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018”, elaborado de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 26, apartado A Constitucional, que reconoce los derechos de las 
personas con discapacidad y define como líneas de acción las siguientes: 



• “Establecer esquemas de atención integral para las personas con discapacidad a través de acciones que 
fomenten la detección de discapacidades, estimulación temprana y su rehabilitación”. 

• “Diseñar y ejecutar estrategias para incrementar la inclusión productiva de las personas con discapacidad 
mediante esquemas de capacitación laboral y de vinculación con el sector productivo”. 

• “Asegurar la construcción y adecuación del espacio público y privado para garantizar el derecho a la 
accesibilidad”. 

Es evidente que las líneas de acción descritas, sólo podrán tener efectividad en el contexto de la seguridad jurídica 
que debe brindar el Estado Mexicano. 

En consecuencia, se desprende que la autoridad debe proteger y garantizar los derechos humanos de las personas 
con la condición del Espectro Autista. De no hacerlo, viola la Constitución, en buena medida porque la razón y la 
experiencia, como fenómeno social, no han sido recogidas por el Derecho en una ley para la atención y protección 
de este cada vez más numeroso grupo vulnerable de mexicanos y, por ende, no existen políticas públicas ni 
recursos presupuestales para tales efectos. 

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad vigente, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el 30 de mayo del 2011, tiene como antecedente la Ley General de las Personas con Discapacidad, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 10 de junio del 2005. La abrogación de esta última se basó en el 
argumento de que “sus disposiciones no fueron aplicadas por las instancias responsables de ejecutarlas, además de 
no haber sido expedido el Reglamento respectivo”. 

El 2 de enero de 2013 se modificó la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y se reubicó el Consejo 
Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con Discapacidad (Conadis) de la Secretaría de Salud a 
la Secretaría de Desarrollo Social, quedando ésta última con la atribución de: “Fomentar las políticas públicas y dar 
seguimiento a los programas que garanticen la plenitud de los derechos de las personas con discapacidad”. 

Conviene destacar, que la Ley vigente precisa las facultades y obligaciones de las siguientes dependencias y 
entidades de la Administración Pública Federal: Secretaría de Salud; Secretaría de Desarrollo Social; Secretaría de 
Educación Pública; Secretaría de Hacienda y Crédito Público; Secretaría del Trabajo y Previsión Social; Secretaría 
de Comunicaciones y Transportes; Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia; Consejo Nacional 
para Prevenir la Discriminación; Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte; Instituto Nacional de Geografía y 
Estadística; Consejo para la Cultura y las Artes y Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las 
Personas con Discapacidad. 

Al respecto, diversos juristas opinan que tanto en la Ley General de Personas con Discapacidad como en la Ley 
General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, no se encuentran suficientemente regulados los 
“derechos de los discapacitados”, a diferencia de la amplia reproducción de las competencias de dependencias y 
organismos establecidas en la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

Aunado a lo anterior, la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad si bien cumple con los 
términos abstractos y genéricos que exige la producción de la ley, al hacer la conversión de la regla generalizada, 
los preceptos concretos y singulares a favor de las personas con trastornos del espectro autista no se pueden 
establecer. En ninguna parte del texto se refiere de manera expresa al concepto que nos ocupa o alude a sinónimos 
como “trastornos generalizados del desarrollo” o “condición de las personas con trastornos propios del autismo”. 

 

 



En los casos de las leyes de educación; discriminación; protección de niñas, niños y adolescentes, y Ley Federal 
del Trabajo, se presenta la misma laguna legal. Únicamente en la Ley de Salud, en el Título Tercero, Capítulo V de 
“Atención materno-infantil”, se hace referencia a la: “...detección de las condiciones y enfermedades hereditarias y 
congénitas... “; esta expresión, no infiere a la condición autista ni refiere el término “habilitación”, utilizado por los 
organismos especializados de carácter internacional para denominar el procedimiento de atención a los individuos 
con trastornos autísticos. 

Conviene recordar que el término “rehabilitación”, se aplica por lo general en los casos de las discapacidades 
físicas o motoras. Así pues, queda en la ambigüedad jurídica el concepto de condición de los trastornos del 
espectro autista. 

Asimismo, el hecho concreto es que, desde la creación de dichas Leyes, las instancias responsables no han 
aportado elementos que permitan contar con datos concretos, confiables, verificables y públicos de los avances 
logrados, lo que hace nugatoria la posibilidad de evaluar y, en su caso, aplicar las sanciones previstas en los 
propios ordenamientos. 

Es menester resaltar que la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en el ejercicio de sus atribuciones 
contenidas en el artículo 74 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aprobó el 14 
de noviembre de 2013 el Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2014, indicando en el 
Anexo 13 para los rubros de educación y de salud un presupuesto total de 7,470,346,769 (pesos) con la leyenda 
“Incluye recursos para la atención de los trastornos del espectro autista”. 

Del párrafo anterior, se desprenden dos consideraciones importantes: Por primera vez en la historia, queda incluido 
en el Presupuesto de Egresos de la Federación recursos para la atención de los trastornos del espectro autista y, por 
otra parte, el Estado Mexicano también reconoce, por primera vez, de manera expresa la necesidad de destinar 
recursos públicos para atender a este importante sector de la población. 

III. Derecho comparado 

En el ámbito internacional, el fenómeno de los trastornos del espectro autista, al igual que en México, va en 
aumento. A través de Internet y de su servicio de redes sociales, diariamente se reproducen cientos de artículos 
especializados, videos, consultas sobre el tema y demandas de padres de familia que buscan orientación y atención 
para sus hijos o parientes. 

El gobierno mexicano, en diciembre del 2001, propuso en la Asamblea General de las Naciones Unidas establecer 
un comité especial para examinar las propuestas relativas a una Convención Internacional relacionada con los 
derechos y la dignidad de las personas con discapacidad. 

Después de un proceso de análisis amplio e integral, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), el 13 de 
diciembre del 2006, aprobó por consenso la “Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y 
su Protocolo Facultativo”. El 30 de marzo del 2007, en la sede de las Naciones Unidas, se abrió a la firma de los 
Estados Miembros. 

Es importante destacar que, el artículo 33 de la Convención, exige a los Estados Partes que: 

• “Designen un organismo gubernamental u organismos gubernamentales en la Administración Pública 
encargados de su aplicación”. 

• “Consideren la posibilidad de establecer o designar un mecanismo de coordinación en la Administración 
Pública para facilitar la adopción de medidas al respecto en diferentes sectores y a distintos niveles”. 

• “Establecer un marco independiente, como por ejemplo una institución nacional de derechos humanos, para 
fomentar y supervisar la aplicación de la Convención”. 



Es ineludible resaltar que la Convención no define explícitamente a la “discapacidad”, calificando al vocablo como 
un concepto en evolución, luego entonces, se acepta el hecho de que la sociedad y las opiniones que sus miembros 
sustentan no son “estáticas”, sino que adoptan un enfoque dinámico que obliga a realizar adaptaciones legislativas 
y programáticas a lo largo del tiempo y en diversos entornos socioeconómicos. 

De allí que la Convención sostenga que: “...la discapacidad resulta de la interacción entre las personas con 
deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la 
sociedad, en igualdad de condiciones con las demás...”. 

La Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, en su 76ª sesión plenaria de fecha 18 de 
diciembre del 2007, declaró el 02 de abril como el “Día Mundial de Concienciación Sobre el Autismo”, mediante 
la Resolución A/RES/62/139, exhortando a los Estados Miembros, a las organizaciones competentes del sistema de 
las Naciones Unidas y a otras organizaciones internacionales, así como a la sociedad civil, incluidas las 
organizaciones no gubernamentales y al sector privado, a observar tal día con miras no sólo a aumentar la 
conciencia pública sobre este trastorno, sino también a actuar y tomar medidas. 

Actualmente, muchas naciones del mundo ya han declarado el “Día de Concienciación del Autismo”; incluso, en 
algunas ha quedado inscrito en el articulado de las leyes relacionadas con este importante tema. 

El Secretario General de la Organización de las Naciones Unidas, Ban Ki-Moon, en la ceremonia del 02 de abril 
del 2013, se pronunció por el compromiso y la preocupación mundial por estos trastornos: 

“...el autismo no está restringido a una sola región ni a un solo país; es un reto de alcance mundial que requiere 
medidas a nivel mundial...Ahora es el momento de obrar en pro de una sociedad más inclusiva, poner de relieve 
los talentos de las personas afectadas y velar por que haya oportunidades para que puedan desarrollar su 
potencial...”. 

Caso Estados Unidos de América 

Desde hace varios años, el gobierno norteamericano impulsa una permanente y avanzada investigación científica y 
una legislación específica en materia de Autismo. 

El 17 de octubre del 2000, el entonces presidente de Estados Unidos de América, William Jefferson Clinton, 
promulgó la Ley Pública 106-310-Ley de Salud Infantil de 2000 (Children’s Health Act of 2000), con el objetivo 
de llevar a cabo un estudio centrado en los niños desde su gestación hasta los 21 años de edad. Para ello, se 
autorizó, por mandato de la propia Ley, la elaboración de los programas federales de financiación de la salud 
infantil, la inclusión de una iniciativa de investigación en los Institutos Nacionales de Salud y fondos para la 
investigación y vigilancia del Autismo. 

Así pues, el Instituto Nacional de Salud Infantil y Desarrollo Humano Eunice Kennedy Shriver fue el autorizado 
para dirigir a un conjunto de agencias federales y encargarse del “Estudio Nacional de los Niños”, el cual pretende 
examinar el efecto que tienen el medio ambiente y la genética en la salud y el desarrollo de los menores. El Estudio 
abarca dos fases que se llevarán a cabo en forma paralela: la primera, denominada “Estudio de Vanguardia”, es un 
estudio piloto que inició las inscripciones de las mujeres embarazadas en el año 2009, las completó en julio del 
2013 y seguirá a cada niño hasta los 21 años de edad; la segunda, conocida como “Estudio Principal”, pondrá al 
descubierto las relaciones de los resultados de la fase anterior con un enfoque científico-estadístico y regido por 
datos. 

Tales institutos y centros operan como instrumentos de coordinación en la política de investigación, en relación 
con la epidemiología del Autismo y otras discapacidades del desarrollo. 

 



El 19 de diciembre del 2006, George Walker Bush, como presidente de Estados Unidos de América, promulgó la 
Ley Pública 109-416-Ley de la Lucha Contra el Autismo 2006 (Combating Autism Act), que tuvo un soporte 
presupuestal de casi un billón de dólares estadounidenses para combatir, entre otras discapacidades, los trastornos 
del espectro autista, a través de la investigación biomédica, la educación, el diagnóstico temprano y el traslado 
oportuno para tratamiento. 

Barack Obama, presidente de Estados Unidos de América, haciendo eco de la Resolución de la Organización de las 
Naciones Unidas del 2007, el 02 de abril de 2012, proclamó el “Día Mundial de la Concienciación del Autismo” e 
instó a todos los estadounidenses para apoyar a las personas con esta condición y a sus familias. A partir de 
entonces, el presidente estadounidense ha impulsado una agresiva política de salud pública y de educación en toda 
la Unión Americana, en favor de niños y jóvenes con trastornos del espectro autista. 

A partir del año 2014, por disposición de la ley, se obliga a las compañías de seguros a no discriminar las 
enfermedades preexistentes, entre ellas las de los Trastornos del Espectro Autista. 

Por su parte, en el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, desde el año 2012 está vigente la Ley para el Bienestar, 
Integración y Desarrollo de las Personas con Autismo que promueve la investigación, el desarrollo, la 
identificación y la prestación de servicios para las personas con desórdenes del autismo como una política pública 
de gobierno. El objetivo parte de detectar de manera temprana el trastorno y brindar la intervención adecuada. 

Se observa que hay una continuidad en los esfuerzos iniciados en el 2000, fortaleciendo los procesos de 
investigación a través de un Comité de Coordinación Interinstitucional del Autismo (IACC), coordinado por el 
Secretario de Salud. 

El Comité de Coordinación Interinstitucional del Autismo es un comité federal que asesora y coordina todos los 
esfuerzos dentro del Departamento de Salud y Servicios Humanos (HHS), en relación con el trastorno del espectro 
autista. A través de la inclusión del gobierno federal y miembros del sector público, el IACC ayuda a asegurar que 
una amplia gama de ideas y puntos de vista estén representados y discutidos en un foro público. 

Continente europeo 

En Europa, diversos países han incrementado su atención ante los índices crecientes de nacimientos de niños con 
autismo. La Agencia de Salud y Servicios Humanos de California (California Health and Human Services 
Agency), afirma que la cifra es de cinco millones de personas en ese continente. 

El 09 de mayo de 1996, el Parlamento Europeo adoptó la “Carta de Derechos de las Personas con Autismo”, bajo 
la forma de declaración escrita, la cual fue presentada en La Haya, Países Bajos, el 10 de mayo de 1992, en el 4º 
Congreso Autismo-Europa. 

En dicha Carta se declara que los derechos de las personas con autismo deberán ser protegidos y puestos en 
práctica por una legislación apropiada en cada Estado. Los derechos enunciados son: 

• Las personas con autismo tienen el derecho a llevar una vida independiente y a desarrollarse en la medida de 
sus posibilidades. 

• Las personas con autismo tienen derecho a un diagnóstico y a una evaluación clínica precisa, accesible y sin 
prejuicios. 

• Las personas con autismo tienen derecho a una educación accesible a todos y apropiada. 

• Las personas con autismo, o sus representantes, tienen el derecho a participar en cada decisión que afecte a su 
futuro. Los deseos del individuo, en la medida de lo posible, deben ser reconocidos y respetados. 



• Las personas con autismo tienen derecho a un alojamiento accesible y adecuado. 

• Las personas con autismo tienen derecho a acceder a los equipamientos, asistencia y servicios de soporte 
necesarios para llevar una vida plenamente productiva en la dignidad y la independencia. 

• Las personas con autismo tienen derecho a percibir un ingreso o un sueldo que les alcance para alimentarse, 
vestirse y alojarse adecuadamente, así como también para cualquier otra necesidad vital. 

• Las personas con autismo tienen derecho a participar, en la medida de lo posible, al desarrollo y la gestión de 
los servicios existentes destinados a su bienestar. 

• Las personas con autismo tienen derecho a acceder a consejos y cuidados apropiados para su salud mental y 
física, así como para su vida espiritual, lo que significa que tengan acceso a tratamientos y remedios de calidad y 
que les sean administrados oportunamente, tomando todas las medidas y precauciones necesarias. 

• Las personas con autismo tienen derecho a una formación que responda a sus deseos y a un empleo adecuado, 
sin discriminación ni prejuicios. La formación y el empleo deberían tener en cuenta las capacidades y los 
intereses del individuo. 

• Las personas con autismo tienen derecho al acceso a los medios de transporte y a la libertad de desplazamiento. 

• Las personas con autismo deben tener pleno derecho al acceso a la cultura, a las distracciones, al tiempo libre, 
a las actividades recreativas y deportivas y de poder gozarlos plenamente. 

• Las personas con autismo tienen derecho a utilizar y aprovechar todos los equipamientos, servicios y 
actividades puestos a disposición del resto de la comunidad. 

• Las personas con autismo tienen derecho a una vida sexual y compromiso en el matrimonio sin ser forzados ni 
ser explotados. 

• Las personas con autismo, o sus representantes, tienen derecho a asistencia jurídica y al mantenimiento total de 
sus derechos legales. 

• Las personas con autismo tienen derecho a no ser sometidos al miedo ni a las amenazas de un internamiento 
injustificado en un hospital psiquiátrico o cualquiera otra institución cerrada. 

• Las personas con autismo tienen derecho a no estar sometidos a maltratos físicos ni de padecer carencia en 
materia de cuidado. 

• Las personas con autismo tienen derecho a no recibir terapias farmacológicas inapropiadas y/o excesivas. 

• Las personas con autismo, o sus representantes, deben tener derecho al acceso a su ficha personal en lo que 
concierne al área médica, psicológica, psiquiátrica y educativa. 

Theo Peeters, reconocido experto en autismo y fundador del Centro para la Formación de Profesionales en 
Autismo, en el Reino de Bélgica, sostiene que “...casi nadie sabe cómo tratar a los autistas y cómo actuar con 
ellos...Si uno comprende el autismo, si uno tiene formación en eso, se pueden hacer muchísimas cosas...Hay que 
adaptar el entorno para que las personas con autismo entiendan mejor lo que pasa y los Estados deben poder 
desarrollar proyectos educativos individualizados para ellas, pero eso no se hace casi en ninguna parte...”. 

 

 



Caso Reino de Dinamarca 

En este país escandinavo, la Ley de Asistencia Social de 1976, que regulaba el subsidio asistencial mínimo y las 
prestaciones sociales, en el año de 1998 fue sustituida por cuatro leyes para la regulación de la política social: la 
Ley de Política Social Activa que recoge las normas para el cálculo de las prestaciones y para la participación de 
los receptores del subsidio asistencial mínimo durante la actividad laboral; la Ley de Servicio Social que regula las 
prestaciones sociales y subraya el derecho de los beneficiarios a ejercer su influencia; la Ley de Administración 
Social que norma la tramitación de expedientes por parte de Municipios y Provincias; la Ley de Pensiones que 
establece la norma que impacta a las pensiones sociales. 

Es de resaltar que la política social en este país brinda una importante atención a los niños, jóvenes y adultos 
mayores. En el caso de las personas con discapacidad, se promueve que tengan la oportunidad, cuando sea posible, 
de una vida independiente; que tengan acceso a la educación y sean parte de las organizaciones de trabajadores y/o 
de las comunidades. El gobierno busca, de acuerdo con la idoneidad de la discapacidad, la oportunidad de 
incorporarlos en las discusiones de planes y programas, o bien, en trabajos dentro del sector público. 

El Centro Nacional Danés para la Información y el Conocimiento del Autismo, dirigido por la Asociación de 
Regiones de Dinamarca, tiene una importancia relevante. El Centro está financiado y dirigido por el Estado, a 
través de un comité ejecutivo integrado por representantes de las diferentes sociedades de y para las personas con 
discapacidad y funciona de acuerdo con lo dispuesto en las leyes señaladas. 

Las vertientes operativas más importantes del Centro se orientan a la integración de niños con alto funcionamiento 
en aulas para niños regulares; a la necesidad de elevar la calidad de un abanico de servicios referidos a la 
orientación, talleres y alojamiento en residencias para personas con Autismo y sus familias; al establecimiento de 
servicios continuos donde se puedan realizar diagnósticos, evaluaciones, terapias, adecuaciones curriculares, 
educación y servicios sociales de manera individual. 

Igualmente, en el Centro se proyectan de manera continua programas de supervisión y asesoría a autoridades, 
escuelas, clínicas, familias y centros de menor escala. 

Caso Reino de España 

Esta nación iberoamericana se distingue por sus avances en programas terapéuticos de integración y socialización 
de niños, jóvenes y adultos que se encuentran en la condición del espectro autista, siendo su meta principal el 
incorporar a los más posibles al mercado laboral. En su legislación destaca la Ley 39/2006, del 14 de diciembre de 
2006, titulada Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia que 
regula las garantías de igualdad respecto al derecho que tienen los ciudadanos para lograr su autonomía personal. 
Existe un sistema integral para el logro de este propósito. 

La Federación Autismo Andalucía, de acuerdo con los estudios epidemiológicos que ha realizado, valida la cifra de 
cinco millones de personas afectadas en Europa. Esta organización también se distingue por los estudios de 
necesidades educativas de niños y niñas con trastornos del espectro autista en la Ciudad de Sevilla. 

La Provincia de Valencia es una de las provincias españolas con mayor atención en el problema. Mediante el 
Decreto 57/2012, de fecha 05 de abril de 2012, se creó la Comisión Interdepartamental para la Coordinación y la 
Atención Integral de las Personas con Autismo, con el propósito de desarrollar una política de atención y 
protección de los derechos de las personas con Autismo. 

La llamada “Declaración de Madrid”, resultado del Congreso Europeo Sobre las Personas con Discapacidad, 
incluidas las personas con autismo, realizado en el año 2002, en su marco conceptual destaca que la discapacidad 
es una cuestión de derechos humanos. Considera que las personas con discapacidad desean la igualdad de 
oportunidades y no la caridad, por lo que promueve la eliminación de las barreras sociales que llevan a la 
discriminación y a la exclusión social. 



En cuanto a su visión, convoca a superar antiguas concepciones sobre las personas con alguna discapacidad, así 
como a lograr una sociedad integradora para todos. Respecto de las acciones sustantivas, contempla medidas 
legales, promoción de cambio de actitudes y de vida independiente, apoyo a las familias y el empleo como clave 
para la inserción social. 

Caso Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 

En este país desarrollado que registra una gran y permanente actividad en pro de las personas con autismo, existen 
diversas disposiciones legales que establecen que el Estado está obligado a cubrir las necesidades de niños y 
adultos diagnosticados con algún trastorno del espectro autista, entre las que destacan: Autistic Spectrum Disorder 
Strategic Action Plan for Wales, puesta en vigor en 2008, en el País de Gales; Autism Act, publicada en 2009, con 
efectos para todo el Reino Unido; y Autistic Spectrum Discorder Strategic Action Plan, promulgada en el mismo 
año, en Irlanda del Norte. 

Asimismo, los británicos se han preocupado por formar en las distintas universidades a médicos y terapeutas 
especialistas y por crear centros de atención con residencias para personas con autismo. En consecuencia, salud y 
educación son para la comunidad inglesa medios fundamentales para encarar el reto de impulsar la integración y 
normalización del mayor número de personas clasificadas en la banda de estos trastornos. 

Región Latinoamericana 

Caso República Argentina 

En este país sudamericano, el movimiento ciudadano integrado en la Asociación Argentina de Padres de Autistas 
(APAdeA), con sede en la ciudad capital Buenos Aires y que cuenta con 20 representaciones al interior, ha 
desarrollado una importante tarea a efecto de mejorar la calidad de vida de las personas con autismo y de sus 
familias; ha impulsado el movimiento asociativo y una legislación para el autismo y la discapacidad, constituyendo 
la Federación Latinoamericana de Autismo; cuenta con un asiento permanente en la Organización Mundial de 
Autismo, constituida en noviembre de 1998, con sede en Bruselas, Bélgica. 

Se encuentra en vigor la Ley Nacional de Autismo que tiene su antecedente en la Provincia del Chubut, con la 
promulgación en 1999 de la Ley Número 4552, esquema legal que se reprodujo en la Provincia de La Rioja, en el 
año 2003, con la Ley Número 7560. Dos años más tarde, entraron en vigor la Ley Número 13.380 y la “Ley 
Número 5809”, en las Provincias de Buenos Aires y de Corrientes, respectivamente. En todas ellas se contempla un 
Sistema de Protección Integral de Personas afectadas por el Síndrome Autístico, cuya finalidad es la de procurarles 
asistencia médica, protección social, educación y capacitación para su posible formación profesional e 
incorporación laboral. Igualmente, impulsa la integración de los afectados a la vida social de la comunidad. 

Asimismo, en la Provincia de Córdoba, el 24 de febrero del 2010, se presentó para su análisis, discusión y 
aprobación la iniciativa de Ley Número 4600 denominada Programa de Protección de Personas que padecen 
Autismo, que obliga a las autoridades provinciales a otorgar prestaciones médico-sanitarias, educativas, deportivas, 
recreativas, de ayuda social e institucional. Crea, para tal efecto, un Consejo Consultor con la participación de 
Asociaciones de Padres de Familia de personas con autismo y otras organizaciones no gubernamentales vinculadas 
con la materia que tiene, entre otras, la tarea fundamental de coordinar la “Escuela de Padres”. 

Caso República Federativa del Brasil 

En este país emergente de América Latina, cuyo liderazgo en diversos aspectos sociales resulta relevante, está 
vigente la Ley que Instituye una Política Nacional de Protección de Derechos de Personas con Trastornos del 
Espectro Autista, la cual se encuentra registrada en el Poder Legislativo con el número 8.112. 

 



La norma jurídica en comento, establece tres directrices básicas para su operatividad, mismas que consisten en: La 
intersectorialidad para hacer más eficiente la atención a personas con esta condición de manera transversal; la 
participación de la comunidad en la formulación de las políticas públicas y el control de los programas; así como 
una atención integral de las necesidades de salud a partir de un diagnóstico precoz, una atención multiprofesional y 
el acceso a alimentos y medicamentos. 

De igual manera, se prescriben a favor de las personas con trastornos del espectro autista, un conjunto de derechos 
humanos reconocidos por la ONU como el derecho a una vida digna, a una integridad física y moral, al libre 
desarrollo de la personalidad, al acceso de acciones y servicios de salud, a una alimentación adecuada y a una 
terapia nutricional, entre otros. 

El poder público se responsabiliza directamente en cuanto a la información pública sobre los trastornos y sus 
consecuencias; y promueve, a través de los servicios de salud, la información que auxilie en el diagnóstico y en el 
tratamiento. 

En materia de educación, mandata la incorporación de niños y jóvenes con autismo en escuelas normales con 
maestras llamadas “ sombra” y una enseñanza profesionalizada, previendo no sólo vivienda sino también 
contempla residencias protegidas para quienes guardan esta condición y sus familias. 

En el aspecto laboral, están considerados estímulos para la inserción de personas con autismo en el mercado de 
trabajo. 

De manera puntual, establece prohibiciones tales como el abuso, la explotación y los tratamientos inhumanos y 
degradantes, así como el no ser privado de la libertad o de la convivencia familiar y no ser sujeto de discriminación 
por motivo de su condición de persona con autismo. 

En el capítulo de sanciones, destaca que cualquier autoridad competente o directivo escolar que se niegue a 
matricular a un alumno con trastornos del espectro autista o cualquier otro tipo de discapacidad, será sancionado 
con una multa de 3 a 20 salarios mínimos y, en caso de reincidir, perderá el cargo. 

Caso República del Perú 

En esta nación, la Ley de Protección de las Personas con Trastornos del Espectro Autista, después de un acucioso 
proceso de análisis y discusión, fue aprobada por el Congreso el día 08 de enero del presente año. El objeto de la 
Ley es establecer un régimen legal que fomente la detección y diagnóstico precoz, la intervención temprana, la 
protección de la salud, la educación integral, la capacitación profesional y la inserción laboral y social de las 
personas con estos trastornos. 

El proceso de elaboración de la norma se encuentra fundamentado en el artículo 7 de la Constitución Política del 
Perú y, de conformidad con la Ley 29973, que regula los derechos y la protección de las personas con 
discapacidad. 

Es de hacer notar que el Plan Nacional para las Personas con Trastornos del Espectro Autista tiene un concepto de 
Transversalidad al establecer la coordinación entre los ministerios de Salud, Educación, Desarrollo e Inclusión 
Social, Trabajo y Promoción del Empleo, así como de Transportes y Comunicaciones, bajo la rectoría del 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Asimismo, la Ley en cuestión es de observancia general en todo 
el país. 

III. Propuesta de la iniciativa 

Por todo lo anterior, se propone crear la “Ley General para la Atención y Protección a Personas con Trastornos del 
Espectro Autista” 



En el cuerpo normativo del decreto que se propone, se establece: 

• Naturaleza y alcances de la Ley; 

• Definiciones y Principios; 

• Derechos de las personas con la condición de los trastornos del espectro autista y responsabilidades de los 
sujetos obligados; 

• Creación del Instituto Nacional para la Atención de los Trastornos del Espectro Autista; 

• Planeación y Participación Ciudadana; 

• Control y Evaluación; 

• Prohibiciones y Sanciones; 

• Transitorios. 

La trascendencia de la presente iniciativa radica en que por primera vez en nuestra legislación, quedan tutelados los 
derechos de las personas con trastornos del espectro autista y se reafirma su protección por el Estado Mexicano. 

Consideraciones finales 

Primera. La descripción y análisis del problema relacionado con los trastornos del espectro autista, han quedado 
detallados de una manera clara y concisa, así como sus repercusiones políticas, económicas, sociales y culturales. 

Segunda. La Ley que se propone tiene como objetivo responder al interés general de la sociedad, y como finalidad 
atender y proteger los derechos de un importante núcleo social que se encuentra en la condición del trastorno 
autista y que de acuerdo con las cifras y estadísticas nacionales, tanto en su prevalencia como en su proyección 
será, en muy poco tiempo, la discapacidad más importante entre los mexicanos. 

Tercera. El texto de la iniciativa se apega a los conceptos de seguridad social y de asistencia social que están 
íntimamente vinculados con la percepción del respeto a los derechos de las personas en un marco de libertad y de 
orden social. 

Cuarta. La complejidad del problema, sus particularidades, el objetivo y la finalidad planteada, justifican la 
creación de una ley cuyas disposiciones se armonicen y complementen con las normas vigentes en materias de 
cultura, educación, discapacidad, deporte, medio ambiente, recreación, salud y trabajo; a la vez que fortalezca la 
participación de los tres órdenes de gobierno para proteger los derechos civiles y humanos que les asisten a los 
mexicanos con trastornos del espectro autista por mandamiento de la Ley Suprema de toda la Unión. 

Quinta. La iniciativa propuesta es consecuente con la tendencia mundial en cuanto a la promulgación de leyes 
especiales para la atención y protección a personas con trastornos del espectro autista. 

Sexta. Se busca que sea un acto de aplicación del Derecho desde la perspectiva de la seguridad jurídica, elemento 
indispensable para una subsistencia digna, libre, sin discriminación y con pleno respeto al recíproco derecho de los 
demás, sujeto a la observancia estricta de la ley y con la garantía de que el Estado Mexicano velará y actuará para 
su eficaz cumplimiento. 

Séptima. De aprobarse la iniciativa, su aplicación generará nuevos hábitos de conducta social y, sin duda, 
propiciará cambio cultural entre los mexicanos de respeto a la diversidad de personas y sus comportamientos. 



Octava. La validez de la norma jurídica que se propone se crea de conformidad con lo dispuesto en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales en materia de discapacidad. 

Por lo anteriormente expuesto, los Diputados Federales proponentes sometemos para su análisis, discusión y 
aprobación, en su caso, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto: 

Ley General para la Atención y Protección a Personas con Trastornos del Espectro Autista 

Capítulo I 
Disposiciones Generales 

Artículo 1o. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público, de interés social y de observancia general 
en toda la República. 

Artículo 2o. La presente Ley tiene por objeto impulsar la plena integración e inclusión a la sociedad de las 
personas en la condición de los trastornos del espectro autista, mediante la protección de sus derechos y 
necesidades fundamentales que les son reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
en los tratados internacionales, sin perjuicio de los derechos tutelados por otras leyes u ordenamientos. 

Artículo 3o . Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

I.  Asistencia Social: Conjunto de acciones tendentes a modificar y mejorar las circunstancias de carácter social 
que impiden el desarrollo integral del individuo, así como la protección física, mental y social de personas en 
estado de necesidad, indefensión, desventaja física o mental, hasta lograr su incorporación a una vida plena y 
productiva. 

II.  Barreras Socioculturales: Actitudes de rechazo e indiferencia por razones de origen étnico, género, edad, 
discapacidad, condición social, entre otras, debido a la falta de información, prejuicios y estigmas por parte de 
los integrantes de la sociedad que impiden su incorporación y participación plena en la vida social. 

III. Certificado de Habilitación:  Documento expedido por autoridad médica especializada, reconocida por esta 
Ley, donde conste que las personas en la condición de los trastornos del espectro autista se encuentran aptas para 
el desempeño de actividades laborales productivas u otras que a sus intereses legítimos convengan. 

IV.   Concurrencia: Participación conjunta de dos o más entidades de la Administración Pública Federal, o bien, 
de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los municipios que, de acuerdo con los ámbitos de su 
competencia, atienden la gestión y, en su caso, la resolución de un fenómeno social. 

V.  Derechos Humanos: Aquellos derechos reconocidos por la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano forma parte y que se caracterizan por 
garantizar a las personas, dignidad, valor, igualdad de derechos y oportunidades, a fin de promover el proceso 
social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad. 

VI   Discapacidad: Concepto en permanente evolución como resultado de la compleja interacción entre las 
personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y 
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 

VII   Discriminación: Cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga el propósito o el efecto de 
obstaculizar el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos, 
garantías y libertades fundamentales. 



VIII.   Habilitación Terapéutica: Proceso de duración limitada y con un objetivo definido de orden médico, 
psicológico, social, educativo y técnico, entre otros, a efecto de mejorar la condición física y mental de las 
personas para lograr su más acelerada integración social y productiva. 

IX . Inclusión: Cuando la sociedad actúa sin discriminación ni prejuicios e incluye a toda persona, considerando 
que la diversidad es una condición humana. 

X. Instituto:  Instituto Nacional de Salud para la Atención de los Trastornos del Espectro Autista. 

XI.  Integración: Cuando un individuo con características diferentes se integra a la vida social al contar con las 
facilidades necesarias y acordes con su condición. 

XII.  Personas con la Condición de Trastornos del Espectro Autista : Todas aquellas que presentan una 
condición caracterizada por limitantes en el desarrollo del lenguaje, comunicación, socialización y una auto-
estimulación a través de movimientos repetitivos calificados de estereotipados. 

XIII. Secretaría: Secretaría de Salud. 

XIV  . Sector Social: Conjunto de individuos y organizaciones que no dependen del sector público y que son 
ajenas al sector privado. 

XV. Sector Privado : Personas físicas y morales dedicadas a las actividades preponderantemente lucrativas y 
aquellas otras de carácter civil distintas a los sectores público y social. 

XVI.  Seguridad Jurídica: Garantía dada al individuo por el Estado de que su persona, sus bienes y sus 
derechos no serán objeto de ataques violentos; o que, si estos llegaran a producirse, le serán asegurados por la 
sociedad, la protección y reparación de los mismos. 

XVII.  Seguridad Social: Conjunto de medidas para la protección de los ciudadanos ante riesgos, con carácter 
individual, que se presentan en uno u otro momento de sus vidas, en el nacimiento, por un accidente o en la 
enfermedad. 

XVIII. Sustentabilidad Ambiental:  Administración eficiente y racional de los bienes y servicios ambientales, a 
fin de lograr el bienestar de la población actual, garantizar el acceso a los sectores más vulnerables y evitar 
comprometer la satisfacción de las necesidades básicas y la calidad de vida de las generaciones futuras. 

XIX.  Transversalidad: Diversas formas de coordinación no jerárquica utilizadas para el diseño e 
implementación de políticas públicas, así como para la gestión y provisión de servicios públicos, que exige 
articulación, bilateral o multilateral, dentro de las atribuciones de las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal y sus correlativas administraciones públicas locales y municipales. 

Artículo 4o Corresponde al Estado proveer lo necesario para asegurar el respeto y ejercicio de los derechos que 
les asisten a las personas con la condición de los trastornos del espectro autista. 

Artículo 5o. El presidente de la República de acuerdo con sus atribuciones constitucionales dictará las medidas, 
procedimientos y programas que procedan de conformidad con lo señalado en la propia Constitución y en la Ley 
de Planeación, para la debida ejecución de lo dispuesto en el presente ordenamiento. 

Artículo 6o. Los principios fundamentales que deberán contener las políticas públicas en materia del fenómeno 
autístico, son: 

I. Autonomía: Coadyuvar a que las personas en la condición de los trastornos del espectro autista se puedan 
valer por sí mismas. 



II. Dignidad:  Valor que reconoce una calidad única y excepcional a todo ser humano por el simple hecho de 
serlo, como lo son las personas en la condición del espectro autista. 

III. Igualdad:  Aplicación de derechos iguales para todas las personas, incluidas aquellas que se encuentran en la 
condición de los trastornos del espectro autista. 

IV. Inclusión:  Cuando la sociedad actúa sin discriminación ni prejuicios e incluye a las personas con la 
condición de los trastornos del espectro autista, considerando que la diversidad es una condición humana. 

V. Inviolabilidad de los derechos: Prohibición de pleno Derecho para que ninguna persona u órgano de 
Gobierno atente, lesione o destruya los derechos humanos ni las leyes, políticas públicas y programas en favor 
de las personas con la condición de los trastornos del espectro autista. 

VI. Justicia:  Equidad, virtud de dar a cada uno lo que le pertenece o corresponde. Dar a las personas con la 
condición de trastornos del espectro autista la atención que responda a sus necesidades y a sus legítimos 
derechos humanos y civiles. 

VII. Libertad:  Capacidad de las personas en la condición de los trastornos del espectro autista para elegir los 
medios para su desarrollo personal o, en su caso, a través de sus familiares en orden ascendente o tutores. 

VIII. Respeto: Consideración al comportamiento y forma de actuar distinta de las personas con la condición de 
los trastornos del espectro autista. 

IX. Transparencia: El acceso objetivo, oportuno, sistemático y veraz de la información sobre la magnitud, 
políticas, programas y resultados de las acciones puestas en marcha por las autoridades participantes en la 
gestión y resolución del fenómeno autístico. 

X. Los demás que respondan a la esencia del Estado de Derecho. 

Artículo 7o. Para el cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal formularán, respecto de los asuntos de su competencia, las propuestas de 
programas, objetivos, metas, estrategias y acciones, así como sus previsiones presupuestales. 

Artículo 8o. El Distrito Federal, los Estados y los municipios deberán concurrir, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, a la aplicación de la presente Ley y expedirán las disposiciones legales y reglamentarias, así como 
las políticas públicas y programas que estimen necesarios. 

Para tal efecto, deberán celebrar los convenios de coordinación y demás actos jurídicos previstos por la Ley de 
Planeación, con arreglo al sistema competencial que corresponde a cada órgano de gobierno. 

Artículo 9. En todo lo no previsto en el presente ordenamiento se aplicarán, de manera supletoria, en el siguiente 
orden: 

a) Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

b) Ley Federal de las Entidades Paraestatales; 

c) Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; 

d) Ley de Planeación; 

e) Ley de los Institutos Nacionales de Salud; 



f) El Código Civil Federal y/o el del fuero común de la entidad de que se trate; 

g) La Ley Federal de Procedimiento Administrativo. 

Capítulo II 
De los Derechos y de las Obligaciones 

Sección 1ª. De los Derechos 

Artículo 10. Se reconocen como derechos fundamentales de las personas con trastornos del espectro autista y/o de 
sus familias, los siguientes: 

I.  Gozar plenamente de los derechos humanos que garantiza la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y las leyes aplicables. 

II.  Recibir el apoyo del Gobierno de la República y la protección de sus derechos constitucionales y legales por 
parte del Estado Mexicano. 

III.  Tener un diagnóstico y una evaluación clínica temprana, precisa, accesible y sin prejuicios de acuerdo con 
los objetivos del Sistema Nacional de Salud. 

IV.  Solicitar y recibir los certificados de evaluación y diagnóstico indicativos del estado en que se encuentren las 
personas con trastornos del espectro autista. 

V. Recibir las consultas clínicas y terapias de habilitación especializadas en la red hospitalaria del sector público 
federal y en aquellas clínicas y hospitales de los Estados y municipios, previo acuerdo de coordinación entre las 
autoridades de la Secretaría de Salud y las autoridades locales y municipales; así como contar con terapias de 
habilitación mediante la subrogación de servicios de instituciones particulares. 

VI.  Disponer de su ficha personal en lo que concierne al área médica, psicológica, psiquiátrica y educativa, al 
igual que de los certificados de habilitación de su condición, al momento en que les sean requeridos por 
autoridad competente. 

VII.  Contar con los cuidados apropiados para su salud mental y física, con acceso a tratamientos y 
medicamentos de calidad, que les sean administrados oportunamente, tomando todas las medidas y precauciones 
necesarias. 

VIII.  Acceder a seguros médicos privados, cuando su circunstancia económica o la de sus padres y familiares lo 
permita. 

IX.  Ser inscritos de manera gratuita en el Seguro Popular quienes, por su situación económica, lo ameriten. 

X. Recibir una educación o capacitación basada en criterios de integración e inclusión, tomando en cuenta sus 
capacidades y potencialidades, mediante evaluaciones pedagógicas, a fin de fortalecer la posibilidad de una vida 
independiente. 

XI.  Contar con maestros especiales en su proceso de integración a escuelas de educación regular, con material 
didáctico y uso de nuevas tecnologías. 

XII.  Recibir del Estado una alimentación nutritiva, suficiente, de calidad, y de acuerdo a las necesidades 
metabólicas propias de su condición. 

XIII.  A crecer y desarrollarse en un medio ambiente sano y en armonía con la naturaleza. 



XIV.  Acceder a programas públicos de vivienda, bajo formas específicas de financiamiento y garantías, con el 
fin de disponer de vivienda propia para un alojamiento accesible y adecuado. 

XV. Participar en la vida productiva con dignidad e independencia. 

XVI.  Recibir formación y capacitación para obtener un empleo adecuado, sin discriminación ni prejuicios. 

XVII.  Percibir la remuneración justa por la prestación de su colaboración laboral productiva, que les alcance 
para alimentarse, vestirse y alojarse adecuadamente, así como también para solventar cualquier otra necesidad 
vital, en los términos de las disposiciones constitucionales y de las correspondientes leyes reglamentarias. 

XVIII.  Utilizar el servicio del transporte público y privado como medio de libre desplazamiento. 

XIX.  Disfrutar de la cultura, de las distracciones, del tiempo libre, de las actividades recreativas y deportivas que 
coadyuven a su desarrollo físico y mental. 

XX. Tomar decisiones por sí o a través de sus padres o tutores para el ejercicio de sus legítimos derechos. 

XXI.  Gozar de una vida sexual digna y segura. 

XXII.  Contar con asesoría y asistencia jurídica cuando sus derechos humanos y civiles les sean violados, para 
resarcirlos. 

XXIII.  Los demás que garanticen su integridad, su dignidad, su bienestar y su plena integración a la sociedad de 
acuerdo con las distintas disposiciones constitucionales y legales. 

Sección 2ª. De las Obligaciones 

Artículo 11. Son sujetos obligados a garantizar el ejercicio de los derechos descritos en el artículo anterior, los 
siguientes: 

I.  Las instituciones públicas de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las delegaciones del 
Distrito Federal, para atender y garantizar los derechos descritos en el artículo anterior en favor de las personas 
con trastornos del espectro autista, en el ejercicio de sus respectivas competencias. 

II. Las instituciones privadas con servicios especializados en la atención de los trastornos del espectro autista 
derivados de la subrogación contratada. 

III.  Los padres o tutores para otorgar los alimentos y representar los intereses y los derechos de las personas con 
trastornos del espectro autista. 

IV.  Los profesionales de la medicina, educación y demás profesionistas que resulten necesarios para alcanzar la 
habilitación debida de las personas con trastornos del espectro autista. 

V. Todos aquéllos que determine la presente Ley o cualquier otro ordenamiento jurídico que resulte aplicable. 

Capítulo III 
Del Instituto Nacional para la Atención de los Trastornos del Espectro Autista 

 

 



Sección 1ª. Organización y Atribuciones 

Artículo 12. Se crea el Instituto Nacional para la Atención de los Trastornos del Espectro Autista, como un órgano 
descentralizado de la Secretaría de Salud, que deberá atender a las personas que se encuentren en la condición de 
los trastornos del espectro autista y tendrá su domicilio en la ciudad de México, Distrito Federal. 

La administración del Instituto estará a cargo de una Junta de Gobierno y de un director general de acuerdo a lo 
que disponen la Ley de los Institutos Nacionales de Salud y la Ley de las Entidades Paraestatales. 

Su propósito esencial será convertirse en una institución de salud líder nacional e internacional por la excelencia en 
la asistencia, docencia e investigación con una red de centros afiliados que apliquen el mismo modelo integrador y 
que hagan realidad la eficiente atención a los mexicanos en la condición de los trastornos del espectro autista. 

Artículo 13. La Secretaría deberá promover, en términos de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y las 
demás disposiciones legales aplicables, la expedición de las Normas Mexicanas y las Normas Oficiales Mexicanas 
que sean necesarias en la materia, adoptando en lo posible los patrones internacionales y cuidando su permanente 
actualización. 

Artículo 14 . El Instituto al que se refiere el artículo anterior tendrá las atribuciones siguientes: 

I.  Gozar de autonomía técnica, operativa y administrativa en los términos de la Ley de los Institutos Nacionales 
de Salud. 

II.  Integrar la Junta de Gobierno que será presidida por el titular de la Secretaría de Salud; por el servidor 
público de la Secretaría que tenga a su cargo la coordinación sectorial; por un representante de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público; por un representante del Patronato del Instituto; y otro que, a invitación del 
presidente de la Junta, designe una institución del sector educativo vinculado con la investigación; así como por 
cuatro vocales designados por el Secretario de Salud de reconocida calidad moral, méritos, prestigio y 
experiencia en el tema de la condición de los trastornos del espectro autista. 

III.  Aprobar a través de la Junta de Gobierno el Estatuto Orgánico, el presupuesto anual y el programa de 
inversiones, así como los órganos administrativos internos y de apoyo. 

IV.  Contar con un Patronato y con los órganos de apoyo previstos en la ley de la materia. Las aportaciones que 
realicen las personas físicas y morales a los proyectos de investigación sobre los trastornos del espectro autista 
serán deducibles del impuesto sobre la renta en la forma y términos que se establezcan en las disposiciones 
fiscales aplicables. 

V. Realizar estudios e investigaciones clínicas y científicas, epidemiológicas, experimentales de desarrollo 
tecnológico y básico en las áreas biomédicas y socio-médicas para el diagnóstico y tratamiento de las personas 
con la condición de los trastornos del espectro autista para procurar su habilitación. 

VI.  Vincular las actividades del Instituto con los centros de investigación de las universidades públicas y 
privadas del país. 

VII.  Publicar los resultados de las investigaciones y estudios que realice en la materia de su especialidad. 

VIII.  Promover, realizar y asistir a reuniones nacionales e internacionales de intercambio científico, así como 
celebrar convenios de coordinación e intercambio de cooperación con instituciones similares. 

IX. Formular y ejecutar programas de estudio y cursos de formación, capacitación, enseñanza y actualización de 
personal profesional, técnico y auxiliar, en sus áreas de especialización y afines, así como evaluar, reconocer y 
acreditar el aprendizaje obtenido. 



X. Realizar campañas de información sobre las características propias de los trastornos del espectro autista a fin 
de crear una conciencia en la sociedad. 

XI.  Atender a la población con la condición de los trastornos del espectro autista a través de consultas externas; 
estudios clínicos y de gabinete; diagnósticos tempranos, terapias de habilitación, orientación nutricional, y otros 
servicios que a juicio del propio Instituto sean necesarios. Se exceptúa el servicio de hospitalización. 

XII.  Proporcionar los servicios bajo criterios de gratuidad en los términos establecidos en la Ley de la materia. 

XIII.  Asesorar y formular opiniones a la Secretaría cuando sea requerido. 

XIV.  Actuar como órgano de consulta técnica y normativa cuando la Secretaría se lo solicite; así como prestar 
asesorías a título oneroso a personas del derecho privado. 

XV. Asesorar a los centros especializados de investigación, enseñanza o atención médica de las entidades 
federativas, municipios y, en general, a las instituciones públicas de salud. 

XVI.  Promover políticas y programas para la protección de la salud integral de las personas en la condición de 
los trastornos del espectro autista. 

XVII.  Expedir conforme a Derecho, de manera directa o a través de las instituciones que integran el Sistema 
Nacional de Salud, los certificados de habilitación y los diagnósticos a las personas en la condición de los 
trastornos del espectro autista que lo soliciten. 

XVIII.  Coadyuvar con la Secretaría, a la actualización de la base de datos de las personas que se encuentran en 
la condición de los trastornos del espectro autista en todo el territorio nacional. 

XIX.  Coadyuvar en el proceso de planeación previsto por la Ley de los Institutos Nacionales de Salud y la Ley 
de Entidades Paraestatales de acuerdo con los lineamientos del Plan Nacional de Desarrollo en materia de salud. 

XX. Participar en apoyo del titular de la Secretaría en las tareas de coordinación de acciones con otras 
dependencias del sector público, de acuerdo con el criterio de transversalidad previsto en la presente Ley. 

XXI.  Realizar las demás atribuciones que le correspondan conforme a la presente Ley y otras disposiciones 
aplicables. 

Sección 2ª. Planeación y Participación Ciudadana 

Artículo 15. El Instituto deberá crear en su estructura administrativa interna una Coordinación de Planeación e 
Integración Social, que le permita: 

I.  Cumplir con la obligación de participar en el proceso de Planeación y evaluación de las políticas, programas y 
acciones que lleve a cabo el Instituto. 

II.  Concertar e inducir la participación organizada de padres, familiares y organizaciones civiles interesadas en 
el fenómeno autístico. 

III.  Orientar de manera permanente a madres, padres, familiares y tutores sobre las características de la 
condición del espectro autista, y sus alternativas de atención en la red hospitalaria especializada nacional. 

IV.  Concertar los apoyos técnicos y financieros con empresas del sector privado para apoyar la atención de 
personas en la condición de los trastornos del espectro autista. 



V. Apoyar, de manera ética y transparente, el fortalecimiento de las organizaciones de padres de personas con 
trastornos autísticos, y la operación de centros de atención del sector social involucrados en el tema. 

Sección 3ª. Del Control y Evaluación 

Artículo 16. El órgano de control y vigilancia del Instituto estará integrado por un Comisario Público propietario y 
uno suplente designados por la Secretaría de la Función Pública quienes desempeñarán sus funciones de acuerdo 
con las normas aplicables. 

El control al interior del Instituto se ajustará a lo siguiente: 

I.  El Órgano de Gobierno controlará la forma en que los objetivos serán alcanzados y la manera en que las 
estrategias básicas serán conducidas; atenderá los informes que en materia de control y auditoría le sean turnados 
y verificará la implantación de las medidas correctivas procedentes. 

II.  Los directores generales definirán las políticas y tomarán las acciones para corregir las deficiencias que se 
detecten y someterán al Órgano de Gobierno los informes periódicos respectivos. 

III.  Los demás servidores públicos del Instituto deberán responder, de acuerdo a sus atribuciones, sobre el 
funcionamiento adecuado del sistema que controle las operaciones a su cargo. 

IV.  Los órganos de control interno serán parte integrante de la estructura del Instituto, atenderán de manera 
expedita las quejas, procederán a su investigación y, en su caso, dictarán las recomendaciones o sanciones 
administrativas que correspondan. En el supuesto de tratarse de responsabilidades de carácter penal, deberán 
informar de inmediato al director general y éste al titular de la Secretaría de Salud. 

Capítulo IV 
Prohibiciones y Sanciones 

Sección 1ª. Prohibiciones 

Artículo 17. Queda estrictamente prohibido para la atención y preservación de los derechos de las personas en la 
condición de los trastornos del espectro autista y sus familias: 

I.  Rechazar su atención en clínicas y hospitales del sector público y privado. 

II.  Negar la orientación necesaria para un diagnóstico y tratamiento adecuado, y desestimar el traslado de 
individuos a instituciones especializadas, en el supuesto de carecer de los conocimientos necesarios para su 
atención adecuada. 

III.  Actuar con negligencia y realizar acciones que pongan en riesgo la salud de las personas, así como aplicar 
terapias riesgosas, indicar sobre-medicación que altere el grado de la condición u ordenar internamientos 
injustificados en instituciones psiquiátricas. 

IV.  Impedir o desautorizar la inscripción en los planteles educativos públicos y privados. 

V. Permitir que niños y jóvenes sean víctimas de burlas y agresiones que atenten contra su dignidad y estabilidad 
emocional por parte de sus maestros y compañeros. 

VI.  Impedir el acceso a servicios públicos y privados de carácter cultural, deportivo, recreativo, así como de 
transportación. 

VII.  Rehusar el derecho a contratar seguros de gastos médicos. 



VIII.  Denegar la posibilidad de contratación laboral a quienes cuenten con certificados de habilitación 
expedidos por la autoridad responsable señalada en esta Ley, que indiquen su aptitud para desempeñar dicha 
actividad productiva. 

IX. Abusar de las personas en el ámbito laboral. 

X. Negar la asesoría jurídica necesaria para el ejercicio de sus derechos civiles. 

XI.  Todas aquellas acciones que atenten o pretendan desvirtuar lo dispuesto en la presente Ley y los demás 
ordenamientos aplicables. 

Sección 2ª. Sanciones 

Artículo 18. Las responsabilidades y faltas administrativas, así como los hechos delictivos que eventualmente se 
cometan por la indebida observancia a la presente Ley, se sancionarán en los términos de las leyes administrativas 
y penales aplicables en los órdenes federal y local. 

Transitorios 

Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público canalizará los recursos presupuestales que se encuentran 
disponibles en el Anexo 13, Rubro de Salud, del Presupuesto de Egresos de la Federación en vigor, a efecto de que 
el Instituto que se crea por virtud del presente Decreto, entre en operación, en una primera etapa, dentro de los 90 
días naturales contados a partir de la publicación de la presente Ley. 

Tercero. Para los efectos de lo previsto en la parte final del artículo anterior, la Secretaría de Salud determinará el 
lugar de instalación del Instituto, dentro del área donde se localicen los demás institutos nacionales de salud, así 
como la forma y términos para el equipamiento y la asignación de los recursos humanos, conforme a los 
procedimientos aplicables. 

Cuarto. Se concede un plazo de 90 días hábiles contados a partir de la publicación de la presente Ley, a fin de que 
la Secretaría de Salud instrumente lo necesario para realizar la instalación de la Junta de Gobierno, la designación 
del director general, así como de los órganos de apoyo y de vigilancia, conjuntamente con las demás acciones 
procedentes en los términos que dispone la Ley de los Institutos Nacionales de Salud. 

Quinto. La Junta de Gobierno del Instituto deberá presentar el proyecto de Estatuto Orgánico a que se refiere la 
Ley Federal de las Entidades Paraestatales en un plazo de 90 días hábiles subsecuentes a su instalación, el que 
establecerá las bases de organización, así como las facultades y funciones que correspondan a las distintas áreas 
que integren el organismo que deberá inscribirse en el Registro Público de Organismos Descentralizados. 

Sexto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público llevará a cabo los actos administrativos correspondientes a fin 
de que en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2015, el Instituto disponga de los recursos humanos, 
materiales y financieros necesarios que formarán parte de su patrimonio propio. 

Séptimo. Se concede a la Secretaría de Salud un plazo de 180 días hábiles, contados a partir de que comience sus 
actividades el Instituto, a efecto de que inicie los procedimientos legales necesarios encaminados a dar 
cumplimiento a lo que dispone el Artículo 13 de la presente Ley. 

Octavo. El Congreso de la Unión dispondrá de 180 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la 
presente Ley a efecto de que expida los decretos para que se reformen y armonicen las leyes correspondientes 
relacionadas con la materia de este ordenamiento. 



Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 13 días del mes de marzo de 2014. 

Diputados: Manlio Fabio Beltrones Rivera, María de la Paloma Villaseñor Vargas, Miguel Ángel Aguayo López, 
Leobardo Alcalá Padilla, Francisco Javier Fernández Clamont, Lizbeth Loy Gamboa Song María de las Nieves 
García Fernández, Amira Graciela Gómez Tueme, Marco Antonio González Valdez, Arturo Escobar y Vega, 
Antonio Cuéllar Steffan, Ana Lilia Garza Cadena, Carla Alicia Padilla Ramos (rúbricas). 

 


